PAGE  
9

DISCURSO DEL LIC. JONATHAN DAVIS ARZAC

PRESIDENTE DE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES

67 CONVENCIÓN BANCARIA (18-19 DE MARZO DE 2004. ACAPULCO. GRO.)

Licenciado Francisco Gil Díaz, Secretario de Hacienda y Crédito Público;

Doctor Guillermo Ortiz Martínez, Gobernador del Banco de México;

Licenciado Manuel Medina Mora, Presidente de la Asociación de Bancos de México;

Distinguidos miembros del Presidium;

Señoras y señores:

Deseo agradecer a la Asociación de Bancos de México por la invitación que me extendieron para participar en esta Sexagésima Séptima Convención Bancaria. Asimismo, quiero aprovechar la oportunidad para sumarme a las felicitaciones expresadas al licenciado Medina Mora por su reelección al frente de la ABM.

Durante mi intervención del día de hoy, abordaré aspectos relacionados con los avances que hemos alcanzado en materia de legislación y regulación financiera, y destacaré algunos de los retos más importantes que habremos de atender en el futuro cercano.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro del ámbito de sus atribuciones, ha venido trabajando en la emisión y modificación de diversas disposiciones normativas aplicables a las instituciones de crédito, con el objeto de coadyuvar al mejor funcionamiento del sistema bancario y a la implementación de mejores prácticas de mercado. En este sentido, a continuación me referiré a algunas de las regulaciones más importantes que se encuentran en proceso de desarrollo.

Teniendo en consideración el período de transición de las obligaciones garantizadas por el IPAB, cuyo régimen de protección se ha dado en forma gradual y ordenada, es que surgió la necesidad de diseñar un esquema integral para el tratamiento de instituciones de banca múltiple que presenten problemas de solvencia financiera, el cual comprende dos etapas, la primera referida a las acciones correctivas tempranas, y la segunda, a la resolución de bancos.

En cuanto a las acciones correctivas, se cuenta ya con un proyecto de iniciativa de reformas a la Ley de Instituciones de Crédito, cuyo objetivo es establecer un sistema que permita a la Comisión identificar oportunamente problemas en las instituciones de banca múltiple, que pudieran afectar su estabilidad y solvencia financiera, así como recomendar e implementar las medidas necesarias que tiendan a resolver las deficiencias detectadas.

En dicha iniciativa, se propone la clasificación de las instituciones en diversas categorías conforme a criterios prudenciales establecidos por la Comisión, aplicables tanto a instituciones que se encuentren por debajo del índice de capitalización requerido, como a aquellas que cumpliendo con los mínimos establecidos, muestren tendencias de deterioro; de esta manera la autoridad supervisora realiza una actividad preventiva y correctiva permanente.

Por lo que hace a la segunda etapa, relativa al proceso de resolución de bancos, podemos decir que se están analizando diversas alternativas que permitan el establecimiento de mecanismos para que el IPAB esté en posibilidad de tomar decisiones oportunas respecto al cierre de una institución de crédito, en base a la regla de menor costo, o bien, sanearla y venderla, respetando siempre el monto de depósitos que se encuentren asegurados de acuerdo al régimen vigente; considerando, en todo caso, las potenciales contingencias de carácter legal asociadas a este tipo de procesos.

Las prácticas de regulación y supervisión bancaria requieren de una constante actualización ante la permanente evolución de los servicios, los mercados y los productos financieros que ahí se ofrecen. En línea con esta tendencia, se ha llevado a cabo una revisión de las reglas relativas a los riesgos en que incurren las instituciones de crédito, incorporando en un solo proyecto las diversas disposiciones que afectan tanto a la banca de desarrollo, como a la banca múltiple.

En este esquema se hace una nueva definición de la clasificación de riesgos, diferenciando los discrecionales, los cuales incluyen al de crédito, de mercado y de liquidez, y los no discrecionales, entre los que se encuentran el operativo, el tecnológico y el legal. De igual forma, se incorpora la distinción entre límites y niveles de tolerancia al riesgo; y se contempla la creación de una base de datos sobre los eventos de pérdida por riesgo operativo, asegurando la recopilación de la información histórica suficiente para avanzar en la determinación y estimación futura de este tipo de contingencias.

Adicionalmente, en estas nuevas disposiciones que están por emitirse, se definen con mayor precisión las funciones del Consejo de Administración, el Comité de Riesgos y la Unidad de Administración de Riesgos. El primero será responsable del establecimiento de políticas y lineamientos generales; el segundo estará encargado de vigilar la implementación de los aspectos técnicos; y por último, la Unidad llevará a cabo el trabajo diario de supervisión encaminado a verificar que las operaciones se realicen  conforme a las políticas aplicables.

Con el fin de garantizar la aplicación de sanas prácticas bancarias, se ha venido trabajando en la homologación y actualización de las distintas regulaciones para la calificación y provisionamiento de la cartera crediticia originada por operaciones de consumo, hipotecarias y comerciales, tanto para la banca múltiple, como para la banca de desarrollo.

El proyecto considera cambios que permiten que las instituciones de crédito puedan ajustar la calificación asignada a los financiamientos, tomando en cuenta todas las garantías que los respalden, ya sean reales o personales; también se extiende la aplicación de metodologías internas para la cartera crediticia de consumo, asimilando ésta a las existentes para la cartera hipotecaria de vivienda y comercial.

Bajo este esquema, se incluyen nuevos mecanismos para calificar y provisionar créditos concedidos a Estados, Municipios y sus organismos descentralizados, a fin de reconocer de manera específica el nivel de riesgo asignado por las agencias calificadoras y las particularidades de las garantías que este tipo de acreditados generalmente ofrecen; y, por último, se añaden metodologías para calificar a entidades financieras bancarias y no bancarias, haciéndose extensiva a aquellas con fuente de pago propia, tales como proyectos de inversión.

Consideramos que tanto el reconocimiento de garantías adicionales, como la apertura de los rangos en los que se clasifican los riesgos y la autorización para el uso de metodologías internas, contribuirán a que los niveles de calificación y provisionamiento sean más exactos y reflejen de mejor manera la probabilidad de pago oportuno de los acreditados.

De igual forma, se establece un nuevo régimen para el tratamiento de bienes adjudicados o recibidos en pago, el cual tiene como objetivo mejorar su valuación mediante la constitución trimestral de provisiones adicionales. Con ello, se busca que las instituciones de crédito tengan un incentivo para liquidar dichos bienes a la brevedad posible, liberando así, recursos útiles para la operación.

El desarrollo de los mercados financieros se sustenta en la confianza que depositan en ellos sus participantes, así como en la transparencia en su operación y en información que se hace disponible. Con este propósito, se ha revisado el marco de actuación de los despachos de auditoría externa que prestan sus servicios a las instituciones bancarias, ya que constituyen un elemento adicional que resulta indispensable para reforzar la credibilidad del público, en la información que se genera.

Destaca, asimismo, la incorporación de lineamientos específicos relativos a los requisitos de independencia que tanto el despacho de auditoría externa como el socio auditor deben cumplir, particularmente por lo que toca a la prestación de servicios adicionales a los de auditoría.

Estos importantes avances en la normativa bancaria, serán trasladados tanto a la Financiera Rural como a los fideicomisos públicos de fomento económico en las disposiciones que al efecto se emitirán.

La Comisión ha participado activamente en los trabajos para la adopción del Nuevo Acuerdo de Capital. A través del Grupo de Enlace del Comité de Basilea, la Comisión ha venido dando seguimiento y se ha sumado a los esfuerzos tendientes a la emisión de este nuevo acuerdo, colaborando en diversos ejercicios de estimación cuantitativa sobre el posible impacto del mismo en las instituciones bancarias.

Sin embargo, aún quedan puntos pendientes por discutir, tales como el impacto sobre el capital derivado de la diversificación internacional de activos, la medición y efectos que resultan de riesgo operacional, entre otros.

En cuanto a la prevención de lavado de dinero, en septiembre del año pasado México participó en la Segunda Ronda de Evaluación Mutua realizado por el Grupo de Acción Financiera contra el Lavado de Dinero (GAFI) La evaluación tuvo por objeto examinar el grado de apego de nuestro país a las 40 recomendaciones del GAFI, así como a las 8 adicionales en materia de financiamiento al terrorismo.

De la evaluación se desprende que estamos avanzando en la dirección correcta, pero que aún queda mucho trabajo por hacer para lograr una mayor efectividad en los proceso de combate al lavado de dinero.

A este respecto, la Comisión participó activamente en la elaboración de nuevas disposiciones de carácter general en las que se incluyen rubros adicionales que deben tener en cuenta las instituciones de crédito, dentro de las cuales destacan las relativas a las políticas de “identificación y conocimiento del cliente, así como del beneficiario final”, mismas que constituyen la base fundamental de los procesos de prevención de lavado de dinero.

En la medida en que se fortalezcan los mecanismos para evitar que el sistema financiero o las instituciones que lo conforman sean utilizados para el lavado de dinero o que se les asocie con actividades terroristas, se podrán reducir los riesgos legales y reputacionales a los que podrían estar expuestas.

La creciente participación de conglomerados financieros internacionales en nuestro sistema, nos indica que existen expectativas positivas en el potencial de nuestra economía. Sin embargo, la globalización también trae consigo diferentes retos y oportunidades que debemos encauzar en beneficio del país. 

En este sentido, debemos propiciar las condiciones para que esta nueva etapa de la Banca se traduzca cada vez más, en mejores servicios; en menores costos; en una creciente bancarización de la población; en un mayor nivel de competencia; y en lograr que el sistema contribuya de manera efectiva a impulsar el crecimiento económico nacional.

El desarrollo reciente de nuestro sistema bancario muestra una evolución estable y ordenada, consolidándose como uno de los mercados más seguros de la región, fortaleciendo su capitalización; mejorando su administración de riesgos; aumentando su revelación de información; y ampliando su gama de servicios y productos. Esta tendencia deberá mantenerse y profundizarse en el corto y mediano plazos.

Durante el último año, la Banca múltiple presentó un desempeño positivo que se reflejó en una mayor cobertura de créditos vencidos, así como en una menor morosidad y en un nivel adecuado de solvencia.

No obstante lo anterior, la Comisión no es ajena al interés expresado por los distintos sectores de la sociedad en el sentido de que debe incrementarse la actividad crediticia, en beneficio del crecimiento económico nacional. Desde nuestra perspectiva, las actuales condiciones macroeconómicas son propicias y favorables para un prudente crecimiento de los flujos crediticios. Además, el marco legal se ha mejorado de manera sustancial para garantizar un Estado de Derecho más claro y eficaz.

Un adecuado balance es una característica esencial de todo sistema financiero desarrollado. Por ello, resulta necesario que existan distintas alternativas al alcance de oferentes y demandantes de recursos, que complementen y dinamicen la actividad financiera del país. A este respecto, destaca el crecimiento que han venido experimentando las sociedades financieras de objeto limitado, así como las organizaciones y actividades auxiliares del crédito.

Para la Comisión, es fundamental propiciar un desarrollo ordenado de estos sectores, evitando riesgos innecesarios para la industria y para el sistema financiero en su conjunto.

En economías abiertas la competencia es un factor fundamental, que se sustenta en la igualdad de oportunidades para la realización de actividades similares, así como en la amplia difusión de la información que hacen los distintos participantes del mercado.

Conscientes de que pueden darse problemas de asimetría en la información, y limitantes en lo que respecta a su difusión, las autoridades financieras han hecho suyo el compromiso de erradicar este problema, con la finalidad de asegurar que el mercado, y el público en general, cuenten con información oportuna, simultánea, suficiente y de alta calidad para poder evaluar el desempeño de las instituciones de crédito.

Para estos efectos, la Comisión, ha implementado una serie de medidas tendientes a facilitar el acceso a la información que resulta necesaria para poder normar los criterios de decisión del público en general.

Es importante mencionar que la creciente internacionalización del sistema bancario mexicano no ha afectado, ni afectará, la cantidad o la calidad de la información disponible.

La Comisión recibe información suficiente tanto de los grupos financieros como de las instituciones de crédito que los conforman, con independencia de que los mismos sean públicos o privados. Además, se está en la posibilidad de conocer con precisión el estado que guarda el sistema bancario del país, a través del ejercicio de sus facultades de inspección y vigilancia.

No obstante lo anterior, hemos emprendido acciones adicionales para fortalecer no sólo el acceso a la información, sino también la supervisión que llevamos a cabo. De esta manera, la Comisión ha suscrito diversos Acuerdos Internacionales de Cooperación con las autoridades financieras de los países en los que se ubican las matrices de los bancos y de los grupos financieros que operan en México. Esto nos permite ampliar nuestro conocimiento del estado que guardan las instituciones financieras que operan en nuestro territorio; e implementar las medidas necesarias para procurar la estabilidad del sistema y proteger los intereses del público ahorrador e inversionista.

Entre los principales acuerdos de cooperación internacional que se suscribieron el año pasado, destacan los celebrados con la Autoridad de Servicios Financieros del Reino Unido y el Departamento de Banca del Estado de Nueva York. Actualmente, nos encontramos en pláticas para suscribir acuerdos similares con las autoridades financieras de Bahamas, Panamá, Perú y Países Bajos (Holanda).

De igual forma, la Comisión suscribió un acuerdo multilateral con diversos miembros de la Organización Internacional de Comisiones de Valores, entre los que destacan los Estados Unidos de América; el Reino Unido; Canadá; Alemania; Francia; Italia; Hong Kong; y Australia. 

La reconfiguración del sistema bancario nacional, así como el volumen y complejidad de las operaciones que en él se realizan, hacen necesario analizar la conveniencia de fortalecer las facultades conferidas a la Comisión como parte de su mandato, de manera tal que pueda actuar en un entorno de mayor autonomía en el cumplimiento de sus objetivos.

Adicionalmente, se ha hecho una revisión de los distintos esquemas de supervisión que contemplan la redistribución de facultades entre el conjunto de autoridades financieras del país.

Asimismo, las autoridades estamos analizando distintos escenarios encaminados a mejorar los mecanismos de coordinación que nos permitan incrementar la eficiencia en la regulación y supervisión; evitar duplicidades; disminuir costos regulatorios; lograr economías de escala; y, en general, mejorar la calidad de los procesos; sin que esto afecte la calidad y efectividad del trabajo que se realiza.

Señoras y señores:

Estamos convencidos de que esta nueva etapa de la Banca en México, abre la oportunidad para que los intermediarios financieros jueguen un papel más activo y trascendental en el proceso de desarrollo de nuestro país.

En este proceso, será imprescindible contar con la participación activa de todos los integrantes de nuestro sistema financiero, así como de nuestros legisladores, cuya contribución al desarrollo del sector, ha sido y seguirá siendo, decisiva.

A todos los miembros de la Asociación de Bancos de México, les reitero la disposición de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para mantener este diálogo fructífero que hemos establecido, así como para apoyar aquellas acciones que se encaminen a fortalecer la contribución que haga la banca al desarrollo económico nacional y al bienestar de la sociedad en su conjunto.

Muchas gracias.

